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En la Ciudad de Monterrey, capital del Estado de Nuevo León a 19-diecinueve de abril del año 
2023-dos mil veintitrés se ha dictado una resolución a la cual a la letra dice: ------------------------ 

VISTO.- El escrito presentado en fecha 14-catorce de abril del año 2023-dos mil veintitrés ante 
esta Dirección de Asuntos Jurídicos de la Secretaría del Ayuntamiento de Monterrey, promovido 
por la C. , en el cual se desprende, que le fue impuesta 
la infracción administrativa aplicada por la Secretaría de Seguridad y Protección a la Ciudadanía 
del Municipio de Monterrey, a su vehículo, mediante la boleta de infracción con número de folio 

 correspondiente al vehículo CON PLACAS DE CIRCULACIÓN . Fórmese 
expediente y regístrese con el número R.I. 153/2023. Por lo anterior, ésta Autoridad tiene a bien 
determinar lo siguiente: 

PRIMERO: Ésta Autoridad es competente para conocer y resolver el presente recurso de 
inconformidad, con fundamento en el artículo 3 del Reglamento que Regula el Procedimiento 
Único de Recurso de Inconformidad en el Municipio de Monterrey, en relación con los artículos 
1, 2, 6, 15, 17 Fracción 1, 34 Fracción 11, 35 inciso B) Fracciones 111 y V, 86, 91, 92 Fracción 1, 94, 
96, 97 y 98 Fracciones 111 y XXII de la Ley de Gobierno Municipal del Estado de Nuevo León, 
adminiculado con los artículos 9, 11, 13, 14 Fracción IV inciso e), 16 Fracción 1, 17, 18, 19 
Fracción IV y 24 Fracciones IX y XII del Reglamento de la Administración Pública Municipal de 
Monterrey, y acuerdo delegatorio de facultades aprobado en sesión ordinaria en fecha 29- 
veintinueve de septiembre del año 2022-dos mil veintidós, publicado en el Periódico Oficial del 
Estado de Nuevo León en fecha 07-siete de octubre del año 2022-dos mil veintidós. 

SEGUNDO: Una vez analizado el libelo inicial del recurso, así como las documentales allegadas 
en copia simple, y antes de entrar a su análisis lo procedente es estudiar las causales de 
improcedencia por ser una cuestión de orden público. 

En esta tesitura, se procede analizar respecto a la procedibilidad del recurso de 
inconformidad, de la que se advierte que tiene motivo manifiesto e indudable de improcedencia, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 fracción VI del Reglamento que Regula el 
Procedimiento Único de Recurso de Inconformidad en el Municipio de Monterrey, el cual 
establece lo siguiente: ARTÍCULO 25.- "Procede el sobreseimiento del recurso, cuando:", 
Fracción VI del Reglamento que Regula el Procedimiento Único de Recurso de Inconformidad 
en el Municipio de Monterrey, el cual establece lo siguiente: "En los demás casos en que, por 
disposición legal, haya impedimento para emitir resolución en cuanto al fondo del negocio. ".,. por 
lo tanto, al traerse a la vista el escrito inicial, se desprende notoriamente que la parte recurrente 
solo se avocó a una causa de pedir respecto al acto impugnado de "despojo del vehículo", y de las 
constancias no se desprende dicho ilícito, y solo se desprende la aplicación de una infracción cuyo 
acto del retiro del vehículo de la circulación si esta previsto en el Reglamento de Tránsito y 
Vialidad del Municipio de Monterrey y por lo tanto no constituye delito, no obstante, para el dado 
caso de que existan probanzas distintas en las que se haga presumir la probable responsabilidad de 
algún delito, esta autoridad es incompetente, puesto que dicha recepción de denuncias es exclusiva 
del Ministerio Público, sin pasar por desapercibido por esta autoridad que la ciudadana también 
menciona que se sancione al servidor público conforme al artículo 78 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, siendo incompetente esta autoridad para resolver al respecto, 
por razón de vía, fuero, materia y jurisdicción, máxime que en esta materia administrativa esta 
vedada la suplencia de la queja, a fin de robustecer lo anterior, resultan aplicables por analogía las 
siguientes tesis: 

TRIBUNALES DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. SI LA MATERIA DE LA CONTROVERSIA CORRESPONDE AL FUERO 
ADMINISTRATIVO, LAS PARTES NO PUEDEN EXPRESA NI TÁCITAMENTE ATRIBUIRLE COMPETENCIA A UN JUEZ 
FEDERAL O LOCAL. La competencia de las autoridades jurisdiccionales deriva de las atribuciones que les son conferidas con motivo de lo 
dispuesto en la Constitución Federal y en las leyes que de ella emanan, así como de la ley orgánica que regula la actividad del órgano jurisdiccional 
respectivo, por lo que no puede quedar al arbitrio de las partes qué autoridad conocerá de las controversias por razón de la materia. Así, el artículo 
J 04 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece los casos en los que la competencia para conocer de los asuntos en 
materia jurisdiccional corresponderá a los tribunales de la Federación: En materia penal, cuando se trate de delitos de orden federal; en materia civil 
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o mercantil, en controversias que se susciten sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales o de tratados internacionales celebrados por el 
Estado Mexicano, cuando se afecta al interés público. Cuando se afecten intereses particulares, podrán conocer de las controversias los Jueces y 
tribunales del orden común, a elección del actor. En materia administrativa, también es competencia exclusiva de los tribunales de la Federación 
conocer de los recursos de revisión que se interpongan contra las resoluciones definitivas de los tribunales de justicia administrativa a que se refiere 
el artículo 73, fracción X:XIX-H, constitucional, de los cuales corresponderá conocer a los Tribunales Colegiados de Circuito. En tal sentido el 
precepto constitucional señalado, regula la facultad exclusiva del Congreso de la Unión para crear el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
al que le atribuye la competencia originaria para conocer de controversias de naturaleza administrativa que se susciten entre la administración 
pública federal y los particulares, también para imponer sanciones a los servidores públicos por las responsabilidades administrativas que la ley 
determine como graves y a los particulares que participen en actos vinculados con dichas responsabilidades, así como fincar a los responsables el 
pago de indemnizaciones y sanciones pecuniarias que derivan de los daños y perjuicios que afectan la hacienda pública federal o al patrimonio de 
los entes federales. Asimismo, el artículo 122, fracción Vlll, constitucional establece las atribuciones del Gobierno de la Ciudad de México y, en 
particular, prevé que las facultades del Tribunal de Justicia Administrativa se establecerán en la Constitución Política de la Ciudad de México, las 
cuales se regulan en el artículo 40.2. Entonces, corresponde a los tribunales de justicia administrativa conocer de los asuntos que exceden las 
materias civil y mercantil, pues éstos tienen su base en la relación unilateral entre la administración pública y el particular o cuando la administración 
pública actúa en un plano de coordinación con el particular al contratar una obra pública o mediante la adquisición de bienes y servicios, a través 
de los mecanismos legales que rigen su actuación. En esa medida, cuando la obligación principal derive de un acto de naturaleza mercantil y que 
solamente afecte intereses de particulares, las partes, para el caso de controversia, pueden someterse a la jurisdicción de los tribunales de un 
determinado lugar, ya sean federales o del fuero común, a través del pacto de sumisión, en el que los interesados manifiestan su voluntad en forma 
expresa, para que los tribunales de un determinado lugar sean competentes para conocer de un litigio futuro o presente. La sumisión expresa se 
encuentra limitada a que la designación de tribunales competentes sea únicamente a los del domicilio de alguna de las partes, los del lugar del 
cumplimiento de alguna de las obligaciones contraídas, o los del lugar de ubicación de la cosa. Ahora bien, en términos del artículo 1093 del Código 
de Comercio, ni por sumisión expresa ni por tácita, se puede prorrogar jurisdicción, sino al Juez que la tenga del mismo género que la que se 
prorroga, es decir, a uno competente para conocer de las contiendas de naturaleza mercantil. Por tanto, si la materia de la controversia corresponde 
al fuero administrativo, las partes ni expresa ni tácitamente pueden atribuirle competencia a un Juez federal o local, porque la jurisdicción como 
facultad originaria de los tribunales federales o locales administrativos tiene un diseño que comprende facultades que se excluyen entre sí, y no 
pueden ser desconocidas al resolver, en cualquier instancia, porque se trata de disposiciones de orden público en tanto que emanan de principios 
constitucionales que atañen a la estructura federal del Estado Mexicano. 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRJMER CIRCUITO. 
Amparo directo 224/2019. Endoscopía e Instrumentos, S.A. de C.V. 13 de marzo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. 
Secretaria: Alejandra Loya Guerrero. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de agosto de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
Registro digital: 2020394 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Décima Época 
Materías(s): Administrativa, Común 
Tesis: I.150.C.8 K (IOa.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 69, Agosto de 2019, Tomo IV, página 4676 
Tipo: Aislada 

rNCOMPETENCIA. CUANDO AL ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE DEBE CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
SE LE ATRIBUYE EL ACTO RECLAMADO SE ACTUALIZA TAL SUPUESTO, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE SE TRATE O 
NO DEL MISMO TITULAR, SrN EMBARGO, POR ECONOMÍA PROCESAL ES VÁLIDO DECLARAR FUNDADO EL 
IMPEDIMENTO PLANTEADO POR LAS MISMAS RAZONES. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes emitieron 
criterios contradictorios en cuanto a si es posible declarar fundado el impedimento presentado por el secretario encargado del despacho de un 
Juzgado de Distrito, en términos de la fracción rv del artículo 51 de la Ley de Amparo, para conocer de un juicio de amparo indirecto en donde se 
reclaman actos emitidos por ese mismo órgano (dictados por otro titular). 
Criterio jurídico: Si bien el supuesto planteado técnicamente resulta ser un problema de incompetencia; sin embargo, por economía procesal es 
válido considerarlo como una causa de impedimento. 
Justificación: Conforme con la finalidad del juicio de amparo y a lo previsto en los artículos 36 y 38 de la Ley de Amparo, que establecen las reglas 
de competencia para el conocimiento de los juicios de amparo indirecto por parte de los Juzgados de Distrito y de los Tribunales Unitarios de 
Circuito, se concluye que en aquellos casos en los que se constate que el órgano jurisdiccional al que le es turnado un juicio de amparo indirecto 
también tiene el carácter de autoridad responsable, con independencia de que no se trate del mismo titular, se actualiza su incompetencia funcional 
para conocer del asunto. No obstante lo anterior, por economía procesal, cuando se plantea un impedimento por las mismas razones, es posible 
declararlo fundado, pues tanto la competencia como la figura del impedimento, de origen comparten el mismo fin, es decir, servir como un limite a 
la función jurisdiccional. 
Contradicción de tesis 95/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Segundo Circuito. 7 de mayo de 2020. Mayoría de diez votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Yasmín Esquive] 
Mossa, José Femando Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea; votó en contra Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramirez. 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver el impedimento 1/2016, el cual dio origen a la tesis aislada 
Il.2o.P.21 K (!Oa.), de título y subtítulo: "IMPEDIMENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 51, FRACCIÓN fV, DE LA LEY DE AMPARO. 
CASO EN EL QUE POR SU NA TU RALEZA OBJETIVA Y GENERADOR DE UNA CUESTIÓN COMPETENClAL COMO EXCEPCIÓN 
PROPIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, PUEDE DECLARARSE FUNDADO POR RAZONES PRÁCTICAS.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de mayo de 2016 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 30, Tomo IV, mayo de 2016, página 2801, con número de registro digital: 2011674; y, 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, al resolver el impedimento 27/2018. 
El Tribunal Pleno, el veintinueve de septiembre en curso, aprobó, con el número 6/2020 (lOa.), la tesis jurisprudencia! que antecede. Ciudad de 
México, a veintinueve de septiembre de dos mil veinte. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de octubre de 2020 a las 10: 19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de 
aplicación obligatoria a partir del martes 13 de octubre de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
16/2019. 
Registro digital: 2022197 
Instancia: Pleno 
Décima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: P JJ. 612020 (lOa.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 79, Octubre de 2020, Tomo 1, página 9 
Tipo: Jurisprudencia 
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TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE GUANAJUATO. AUNQUE DECLARE SU 
INCOMPETENCIA CONSTITUCIONAL EN RAZÓN DE LA VÍA Y DEL FUERO PARA CONOCER DE UNA DEMANDA DE 
NULIDAD, CARECE DE FACULTADES PARA REMITIR LOS AUTOS RESPECTIVOS AL TRIBUNAL QUE ESTIME 
COMPETENTE. Aun cuando el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato advierta que no tiene competencia 
constitucional en razón de la vía y del fuero para conocer de una demanda de nulidad, carece de facultades para remitir los autos respectivos al 
tribunal que considere competente, al no existir disposición expresa en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los 
Municipios ni en la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, ambas del Estado de Guanajuato, que así lo establezca, sin que 
sea aplicable al caso el artículo 164 del primer ordenamiento citado, al circunscribirse al procedimiento administrativo y no a la justicia 
administrativa; Jo anterior no implica una transgresión al derecho de acceso a !ajusticia reconocido en el artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, pues su ejercicio está sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuestos y cargas procesales que no 
deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como lo es la carga procesal del gobernado de presentar el 
recurso efectivo ante el tribunal competente. 
PLENO EN MATERIA ADMfNISTRA TIV A DEL DECIMOSEXTO CrRCUITO. 
Contradicción de tesis 4/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Administrativa del Décimo 
Sexto Circuito. 15 de noviembre de 2016. Mayoría de cinco votos de los Magistrados José Gerardo Mendoza Gutiérrez, Enrique Villanueva Chávez, 
José de Jesús Quesada Sánchez, Arturo Hernández Torres y Ariel Alberto Rojas Caballero. Disidente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Ponente: José 
Gerardo Mendoza Gutiérrez. Secretaria: Maura Sánchez Cerón. 
Criterios contendientes: 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver el conflicto competencia! 2/2014, 
y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver el conflicto 
competencial 3/2014. 
Nota: Esta tesis se publicó el viernes 13 de enero de 2017 a las I O: 14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de 
aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de enero de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
Por instrucciones del Pleno en Materia Administrativa del Decimosexto Circuito, la tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 13 de enero de 2017 a las 10: 14 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 38, Tomo III, enero de 
2017, página 2001, se publica nuevamente con las modificaciones en el subtítulo y en el texto que el propio Pleno de Circuito ordena sobre la tesis 
originalmente enviada. 
Esta tesis se republicó el viernes 15 de diciembre de 2017 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
Registro digital: 2015886 
Instancia: Plenos de Circuito 
Décima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: PC.XVI.A. J/17 A (lOa.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 49, Diciembre de 2017, Tomo 111, página 1656 
Tipo; Jurisprudencia 

En conclusión, se actualiza el sobreseimiento, con fundamento en el artículo ARTÍCULO 
25 Fracción VI del Reglamento que Regula el Procedimiento Único de Recurso de Inconformidad 
en el Municipio de Monterrey, se decreta el notorio SOBRESEIMIENTO del presente recurso de 
inconformidad, en consecuencia se dejan a salvo los derechos del ciudadano para que los haga 
valer ante la autoridad competente, por lo que en su momento procesal oportuno se ORDENA 
ARCHIVAR los autos del presente escrito como asunto totalmente concluido en el archivo de 
guarda de expedientes concluidos que para tal efecto se lleva en ésta dependencia. 

NOTIFÍQUESE.- A la C. , a través de tabla de avisos o 
por correo electrónico según corresponda, de conformidad con lo establecido en el artículo 6 
Fracción I del Reglamento que Regula el Procedimiento Único de Recurso de Inconformidad en el 
Municipio de Monterrey.- Así lo acuerda y firma el Ciudadano Licenciado JOSÉ ANTONIO 
GÓMEZ VILLARREAL, DIRECTOR DE ASUNTOS JURÍDICOS DE LA SECRETARÍA DEL 
AYUNTAMIENTO DE MONTERREY, con representación legal en general de la Administración 
Pública Municipal de Monterrey, Nuevo León, con base al acuerdo delegatorio de facultades de 
fecha 29-veintinueve de septiembre del año 2022 dos mil veintidós, publicado en el Periódico 
Oficial del Estado de Nuevo León en fecha 07-sie de octubre del año 2022-dos mil veintidós.--- 

LIC. JOSÉ ANTONI Z VILLARREAL 
DIRECTOR DE ASUNTOS COS DE LA SECRETARÍA 

{EL AYUNTAMIENTO DE MONTERREY 

JAGV/ELC/jb \ 
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